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RESOLUCIÓN XX-XX-ARCOTEL-2023

EL DIRECTORIO DE LA AGENCIA DE REGULACIÓN Y CONTROL DE LAS

TELECOMUNICACIONES

CONSIDERANDO:

Que,  
la Constitución de la República del Ecuador, establece:

“Art. 3.- Son deberes primordiales del Estado: (…) 8. Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de corrupción.”.
“Art. 83.- Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley:

1. Acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones legítimas de autoridad competente.

(…)

4. Colaborar en el mantenimiento de la paz y de la seguridad.”.
“Art. 164.- La Presidenta o Presidente de la República podrá decretar el estado de excepción en todo el territorio nacional o en parte de él en caso de agresión, conflicto armado internacional o interno, grave conmoción interna, calamidad pública o desastre natural. La declaración del estado de excepción no interrumpirá las actividades de las funciones del Estado.

El estado de excepción observará los principios de necesidad, proporcionalidad, legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad. El decreto que establezca el estado de excepción contendrá la determinación de la causal y su motivación, ámbito territorial de aplicación, el periodo de duración, las medidas que deberán aplicarse, los derechos que podrán suspenderse o limitarse y las notificaciones que correspondan de acuerdo a la Constitución y a los tratados internacionales.”.
“Art. 165.- Durante el estado de excepción la Presidenta o Presidente de la República únicamente podrá suspender o limitar el ejercicio del derecho a la inviolabilidad de domicilio, inviolabilidad de correspondencia, libertad de tránsito, libertad de asociación y reunión, y libertad de información, en los términos que señala la Constitución. (…)”.

“Art. 261.- El Estado central tendrá competencias exclusivas sobre:

1. La defensa nacional, protección interna y orden público.

(…)

10. El espectro radioeléctrico y el régimen general de comunicaciones y telecomunicaciones; puertos y aeropuertos. (…)”.

“Art. 313.- El Estado se reserva el derecho de administrar, regular, controlar y gestionar los sectores estratégicos, de conformidad con los principios de sostenibilidad ambiental, precaución, prevención y eficiencia.

Los sectores estratégicos, de decisión y control exclusivo del Estado, son aquellos que por su trascendencia y magnitud tienen decisiva influencia económica, social, política o ambiental, y deberán orientarse al pleno desarrollo de los derechos y al interés social.

Se consideran sectores estratégicos la energía en todas sus formas, las telecomunicaciones, los recursos naturales no renovables, el transporte y la refinación de hidrocarburos, la biodiversidad y el patrimonio genético, el espectro radioeléctrico, el agua, y los demás que determine la ley.”.
“Art. 314.- El Estado será responsable de la provisión de los servicios públicos de agua potable y de riego, saneamiento, energía eléctrica, telecomunicaciones, vialidad, infraestructuras portuarias y aeroportuarias, y los demás que determine la ley.

El Estado garantizará que los servicios públicos y su provisión respondan a los principios de obligatoriedad, generalidad, uniformidad, eficiencia, responsabilidad, universalidad, accesibilidad, regularidad, continuidad y calidad. El Estado dispondrá que los precios y tarifas de los servicios públicos sean equitativos, y establecerá su control y regulación.”.

“Art. 393.- El Estado garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones integradas, para asegurar la convivencia pacífica de las personas, promover una cultura de paz y prevenir las formas de violencia y discriminación y la comisión de infracciones y delitos. La planificación y aplicación de estas políticas se encargará a órganos especializados en los diferentes niveles de gobierno.”.

Que, 
la Ley Orgánica de Telecomunicaciones - LOT, determina:

“Art. 1.- Objeto.- Esta Ley tiene por objeto desarrollar, el régimen general de telecomunicaciones y del espectro radioeléctrico como sectores estratégicos del Estado que comprende las potestades de administración, regulación, control y gestión en todo el territorio nacional, bajo los principios y derechos constitucionalmente establecidos.”.
“Art. 2.- Ámbito.- La presente Ley se aplicará a todas las actividades de establecimiento, instalación y explotación de redes, uso y explotación del espectro radioeléctrico, servicios de telecomunicaciones y a todas aquellas personas naturales o jurídicas que realicen tales actividades a fin de garantizar el cumplimiento de los derechos y deberes de los prestadores de servicios y usuarios.

Las redes e infraestructura usadas para la prestación de servicios de radiodifusión sonora y televisiva y las redes e infraestructura de los sistemas de audio y vídeo por suscripción, están sometidas a lo establecido en la presente Ley.

No corresponde al objeto y ámbito de esta Ley, la regulación de contenidos.”.
“Art. 5.- Definición de telecomunicaciones.- Se entiende por telecomunicaciones toda transmisión, emisión o recepción de signos, señales, textos, vídeo, imágenes, sonidos o informaciones de cualquier naturaleza, por sistemas alámbricos, ópticos o inalámbricos, inventados o por inventarse. La presente definición no tiene carácter taxativo, en consecuencia, quedarán incluidos en la misma, cualquier medio, modalidad o tipo de transmisión derivada de la innovación tecnológica.”.
“Art. 7.- Competencias del Gobierno Central. El Estado, a través del Gobierno Central tiene competencias exclusivas sobre el espectro radioeléctrico y el régimen general de telecomunicaciones. Dispone del derecho de administrar, regular y controlar los sectores estratégicos de telecomunicaciones y espectro radioeléctrico, lo cual incluye la potestad para emitir políticas públicas, planes y normas técnicas nacionales, de cumplimiento en todos los niveles de gobierno del Estado.

La gestión, entendida como la prestación del servicio público de telecomunicaciones se lo realizará conforme a las disposiciones constitucionales y a lo establecido en la presente Ley.

Tiene competencia exclusiva y excluyente para determinar y recaudar los valores que por concepto de uso del espectro radioeléctrico o derechos por concesión o asignación correspondan.”.
“Art. 8.- Prestación de servicios en Estado de Excepción.- En caso de agresión; conflicto armado internacional o interno; grave conmoción interna, calamidad pública; o desastre natural o emergencia nacional, regional o local, cuando el Decreto Ejecutivo de Estado de Excepción que emita el Presidente o Presidenta de la República, involucre la necesidad de utilización de los servicios de telecomunicaciones, los prestadores que operen redes públicas de telecomunicaciones tienen la obligación de permitir el control directo e inmediato por parte del ente rector de la defensa nacional, de los servicios de telecomunicaciones en el área afectada. Dicho control cesará cuando se levante la declaratoria de Estado de Excepción conforme lo previsto en el artículo 166 de la Constitución de la República del Ecuador y el Decreto de Estado de Excepción.

El Gobierno Central a través de la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones, regulará el alcance, derechos, obligaciones, pago del valor justo del servicio utilizado así como el procedimiento a implementarse a través del correspondiente protocolo.

Dentro de las obligaciones de los prestadores de servicios de telecomunicaciones, radiodifusión y televisión y sistemas de audio y vídeo por suscripción se incluye la difusión de alertas dispuestas por la autoridad competente, que sus servicios lo permitan, para casos de seguridad nacional o desastres naturales así como las demás acciones y obligaciones que se establezcan dentro de dicho ámbito.”. (Énfasis fuera de texto original) 

“Art. 10.- Redes públicas de telecomunicaciones.- Toda red de la que dependa la prestación de un servicio público de telecomunicaciones; o sea utilizada para soportar servicios a terceros será considerada una red pública y será accesible a los prestadores de servicios de telecomunicaciones que la requieran, en los términos y condiciones que se establecen en esta Ley, su reglamento general de aplicación y normativa que emita la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones.

Las redes públicas de telecomunicaciones tenderán a un diseño de red abierta, esto es sin protocolos ni especificaciones de tipo propietario, de tal forma que se permita la interconexión, acceso y conexión y cumplan con los planes técnicos fundamentales. Las redes públicas podrán soportar la prestación de varios servicios, siempre que cuenten con el título habilitante respectivo.”.

“Art. 22.- Derechos de los abonados, clientes y usuarios.- Los abonados, clientes y usuarios de servicios de telecomunicaciones tendrán derecho: (…)

18. A acceder a cualquier aplicación o servicio permitido disponible en la red de internet. Los prestadores no podrán limitar, bloquear, interferir, discriminar, entorpecer ni restringir el derecho de sus usuarios o abonados a utilizar, enviar, recibir u ofrecer cualquier contenido, aplicación, desarrollo o servicio legal a través de internet o en general de sus redes u otras tecnologías de la información y las comunicaciones, ni podrán limitar el derecho de un usuario o abonado a incorporar o utilizar cualquier clase de instrumentos, dispositivos o aparatos en la red, siempre que sean legales. Se exceptúan aquellos casos en los que el cliente, abonado o usuario solicite de manera previa su decisión expresa de limitación o bloqueo de contenidos, aplicaciones, desarrollos o servicios disponibles, o por disposición de autoridad competente. Los prestadores pueden implementar las acciones técnicas que consideren necesarias para la adecuada administración de la red en el exclusivo ámbito de las actividades que le fueron habilitadas, para efectos de garantizar el servicio. (…)”.

“Art. 24.- Obligaciones de los prestadores de servicios de telecomunicaciones.- Son deberes de los prestadores de servicios de telecomunicaciones, con independencia del título habilitante del cual se derive tal carácter, los siguientes: (…)

24. Contar con planes de contingencia, para ejecutarlos en casos de desastres naturales o conmoción interna para garantizar la continuidad del servicio de acuerdo con las regulaciones respectivas. Asimismo, cumplirá con los servicios requeridos en casos de emergencia, tales como llamadas gratuitas, provisión de servicios auxiliares para Seguridad pública y del Estado y cualquier otro servicio que determine la autoridad competente de conformidad con la Ley. (…)”.

“Art. 36.- Tipos de Servicios.- Se definen como tales a los servicios de telecomunicaciones y de radiodifusión.

1. Servicios de telecomunicaciones: Son aquellos servicios que se soportan sobre redes de telecomunicaciones con el fin de permitir y facilitar la transmisión y recepción de signos, señales, textos, vídeo, imágenes, sonidos o información de cualquier naturaleza, para satisfacer las necesidades de telecomunicaciones de los abonados, clientes, usuarios.

Dentro de los servicios de telecomunicaciones en forma ejemplificativa y no limitativa, se citan a la telefonía fija y móvil, portadores y de valor agregado. Los prestadores de servicios de telefonía fija o móvil podrán prestar otros servicios tales como portadores y de valor agregado que puedan soportarse en su red y plataformas, de conformidad con la regulación que se emita para el efecto.

2. Servicios de radiodifusión: Son aquellos que pueden transmitir, emitir y recibir señales de imagen, sonido, multimedia y datos, a través de estaciones del tipo público, privado o comunitario, con base a lo establecido en la Ley Orgánica de Comunicación.

Los servicios de radiodifusión se clasifican en servicios de señal abierta y por suscripción.

2.1. Servicios de señal abierta, son los siguientes: 

a) Radiodifusión sonora: Comprende toda transmisión de señales de audio y datos, que se destinan a ser recibidas por el público en general, de manera libre y gratuita; y,

b) Radiodifusión de televisión: Comprende toda transmisión de señales audiovisuales y datos, que se destinan para ser recibidas por el público en general, de manera libre y gratuita.

2.2. Servicios por suscripción: Son aquellos servicios de radiodifusión que solo pueden ser recibidos por usuarios que previamente hayan suscrito un contrato de adhesión.

La Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones podrá adoptar nuevas definiciones para otros servicios, en función a los avances tecnológicos; así también, la Agencia regulará los términos y condiciones de la prestación de los servicios antes definidos.”. 

“Art. 146.- Atribuciones del Directorio.

Corresponde al Directorio de la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones: (…) 7. Aprobar los reglamentos previstos en esta Ley o los necesarios para su cumplimiento y los reglamentos internos para el funcionamiento de la Agencia. (…)”.

Que, 
la Ley de Seguridad Pública y del Estado señala:

“Artículo 29.- De la declaratoria.- La facultad de declarar el estado de excepción corresponde al Presidente o Presidenta de la República y es indelegable.

El Decreto Ejecutivo motivado declarando el estado de excepción cumplirá con los principios de necesidad, proporcionalidad, legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad establecidos en la Constitución. El Decreto será dictado en caso de estricta necesidad, es decir, si el orden institucional no es capaz de responder a las amenazas de seguridad de las personas y del Estado.

El Decreto expresará la causa, motivación, ámbito territorial, duración y medidas. Deberá contener en forma clara y precisa las funciones y actividades que realizarán las instituciones públicas y privadas involucradas.

La declaración del estado de excepción no interrumpirá el normal funcionamiento de las funciones del Estado.”.

“Artículo 30.- De los requisitos para decretar el estado de excepción.- El proceso formal para decretar el estado de excepción será el contemplado en la Constitución de la República, la Ley y los instrumentos internacionales de protección de derechos humanos.

Las medidas de excepción deberán estar directa y específicamente encaminadas a conjurar las causas que generan el hecho objetivo y a impedir la extensión de sus efectos.

Toda medida que se decrete durante el estado de excepción debe ser proporcional a la situación que se quiere afrontar, en función de la gravedad de los hechos objetivos, naturaleza y ámbito de aplicación.

No se podrán dictar medidas que atenten contra obligaciones internacionales asumidas por el Ecuador en tratados internacionales y de derechos humanos.

El ámbito de aplicación del decreto de estado de excepción debe limitarse al espacio geográfico donde dichas medidas sean necesarias.

La duración del estado de excepción debe ser limitada a las exigencias de la situación que se quiera afrontar, se evitará su prolongación indebida y tendrá vigencia hasta un plazo máximo de sesenta (60) días, pudiendo renovarse hasta por treinta (30) días adicionales como máximo.”.

“Artículo 32.- De los casos de estado de excepción.- Los casos previstos en la Constitución de la República para declarar el estado de excepción son: agresión, conflicto armado internacional o interno, grave conmoción interna, calamidad pública o desastre natural.”.

“Artículo 33.- De la responsabilidad.- Durante los estados de excepción, el abuso del poder, por cualquier agente o funcionario del Estado, debidamente comprobado será sancionado administrativa, civil y penalmente, y considerando los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos.

Las autoridades civiles, militares y policiales serán responsables de las órdenes que impartan. La obediencia a las órdenes superiores no eximirá de responsabilidad a quienes las ejecuten, conforme lo prevé el último inciso del artículo 166 de la Constitución de la República.”.

Que, 
el Reglamento General a la Ley Orgánica de Telecomunicaciones - LOT, establece:

“Art. 7.- Funciones del Directorio.- Corresponde al Directorio, además de las previstas en la Ley, las siguientes atribuciones:

1. Expedir, modificar, reformar, interpretar y aclarar los reglamentos del régimen general de telecomunicaciones, tales como: tarifas; otorgamiento de títulos habilitantes del régimen general de telecomunicaciones que incluirá el procedimiento de intervención y terminación de los mismos.”.

“Art. 59.- Consideraciones generales de las obligaciones de los prestadores de servicios.- Para el cumplimiento de las obligaciones de los prestadores de servicios, previstas en la LOT, se considerará lo siguiente: (…)

12. Las obligaciones previstas en el artículo 24 numeral 24 de la LOT serán cumplidas por todos los prestadores de servicios del régimen general telecomunicaciones. Respecto a los servicios requeridos en casos de emergencia, los prestadores de servicios de telecomunicaciones proporcionarán de forma gratuita lo siguiente: i) Acceso a llamadas de emergencia por parte del abonado, cliente y usuario, independientemente de la disponibilidad de saldo; ii) Difusión por cualquier medio, plataforma o tecnología, de información de alertas de emergencia a la población, conforme la regulación que emita para el efecto la ARCOTEL. Dichos servicios se prestarán gratuitamente, sin perjuicio de la declaratoria de Estado de Excepción establecida en el artículo 8 de la LOT. También deberán prestar de manera obligatoria, con el pago del valor justo, lo siguiente: i) Integración de sus redes a cualquier plataforma o tecnología, para la atención de servicios de emergencias, conforme a la normativa que emita la ARCOTEL; ii) Servicios auxiliares para la seguridad pública y del Estado; iii) Cualquier otro servicio que determine la ARCOTEL. (…)”.

“Art. 115.- Pago del justo precio.- Decretado el estado de excepción conforme lo establecido en la Constitución de la República se observará lo previsto en el artículo 8 de la LOT.

En el término de dos (2) días posteriores al Decreto Ejecutivo por el cual se dé por finalizado el estado de excepción, la ARCOTEL notificará al Ministerio de Defensa y a los prestadores de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, para que en el plazo de 48 horas designen a sus representantes que juntamente con los funcionarios designados por la ARCOTEL conformen una comisión técnica, que determinará fundamentadamente el justo precio por los servicios que hayan sido utilizados.

La comisión técnica en el término de hasta quince (15) días deberá elaborar y presentar el informe respectivo a la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL. En caso de que la comisión no llegare a un consenso, el informe contendrá los criterios y sus valoraciones que hayan sido propuestos, respecto de las cuales no se hubiere alcanzado un acuerdo.

Con el informe de dicha Comisión, el o la Director Ejecutivo de la ARCOTEL será quien de forma directa y motivada determine el justo precio a pagar por los servicios utilizados.”.

Que, 
el Reglamento para la prestación de servicios de telecomunicaciones y servicios de radiodifusión por suscripción, señala:

“Artículo 33.- Prestación de servicios en estado de excepción.- De  conformidad con el artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, cuando el Decreto Ejecutivo de Estado de Excepción involucre la necesidad de utilización de los servicios de telecomunicaciones, en caso de guerra o conmoción interna, así como de emergencia nacional, regional o local, los prestadores que operen redes públicas de telecomunicaciones tienen la obligación de permitir el control directo e inmediato por parte del ente rector de la defensa nacional, de los servicios de telecomunicaciones en el área afectada; este control cesará cuando se levante la declaratoria mencionada, y se sujetará al ordenamiento jurídico vigente.”.

“DISPOSICIONES GENERALES

Primera: Los servicios de telecomunicaciones y servicios de radiodifusión por suscripción son inicialmente los siguientes:

· Servicio Móvil Avanzado (SMA).

· Servicio de Telefonía Fija.

· Portador.

· Móvil Avanzado a través de Operador Móvil Virtual (OMV).

· Telecomunicaciones por Satélite.

· Transporte internacional.

· Valor Agregado.

· Acceso a Internet.

· Troncalizados

· Comunales.

· Audio y video por suscripción.

· Otros que determine el Directorio de la ARCOTEL, previo informe de la Dirección Ejecutiva de dicha Agencia.

El Directorio de la ARCOTEL, previo informe de la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL, podrá definir, modificar o suprimir las fichas de los servicios de telecomunicaciones y por suscripción establecidas en el presente reglamento (…).”.

Que, 
con Resolución Nº SNT-2011-0429 de 11 de agosto de 2011, la extinta Secretaría Nacional de Telecomunicaciones, se acogió de forma íntegra la implementación del Protocolo de Procedimiento para los Operadores de Servicios de Telecomunicaciones (Servicios Finales y Servicios Portadores), aplicable en Régimen de Declaratoria de Estado de Excepción.

Que
con memorando Nº ARCOTEL-CJUR-2022-0342-M de 10 de junio de 2022, en respuesta al memorando Nº ARCOTEL-CREG-2022-0286-M de 02 de junio de 2022, la Coordinación General Jurídica aprueba y remite el criterio jurídico Nº ARCOTEL-CJDA-2022-0028 de 08 de junio de 2022, el cual señala que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 12 del artículo 59 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, la emisión de alertas de emergencia dentro o fuera de la ejecución del artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones son de carácter gratuito; siendo factible que en la propuesta de norma que regularía la prestación de servicios en estado de excepción se establezca una definición de "difusión de alertas de emergencia” en aplicación del artículo 8 de la LOT.

Que, 
con oficio Nº PR-DAR-2022-0106-O de 12 de julio de 2022, en atención al oficio Nº ARCOTEL-CREG-2022-0086-OF de 10 de junio de 2022, la Dirección de Asuntos Regulatorios de la Presidencia de la República, informó a la ARCOTEL que la propuesta de norma para la aplicación del artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, queda exenta de presentación del análisis de impacto regulatorio.

Que, 
la Procuraduría General del Estado, mediante oficio Nº 20478 de 28 de septiembre de 2022, en respuesta al oficio Nº ARCOTEL-ARCOTEL-2022-0453-OF de 24 de agosto de 2022, de manera expresa se pronunció: 


“En atención a los términos de su consulta se concluye que el artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones refiere a la atribución privativa que tiene el Presidente de la República de expedir el Decreto Ejecutivo que declare un Estado de Excepción y disponga la necesidad de utilizar, suspender o limitar los servicios de telecomunicaciones. Sobre esta base, el mismo artículo confiere al ente rector de la defensa nacional, a cargo del Ministerio de Defensa Nacional, competencia para efectuar el control directo e inmediato de dichos servicios, en el área afectada y durante la vigencia del Estado de Excepción, en aplicación del protocolo que al efecto expida la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones, lo que impone a dichos organismos el deber de coordinar sus acciones.”.
Que,
mediante memorando Nro. ARCOTEL-CJUR-2022-0648-M de 31 de octubre de 2022, en respuesta a los memorandos Nro. ARCOTEL-CREG-2022-0655-M; y, Nro. ARCOTEL-CREG-2022-0664-M, de 27 y 31 de octubre, la Coordinación General Jurídica informa que aprueba y remite el informe jurídico No. ARCOTEL-CJDA-2022-0050 de 31 de octubre de 2022, en el que se señala: “…, es criterio de la Dirección de Asesoría Jurídica, que la propuesta regulatoria remitida por la Coordinación Técnica de Regulación, al estar prevista su emisión en el artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones y ser indispensable para la ejecución del mismo, es un acto normativo que debe ser emitido por el Directorio de la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones, conforme lo dispone el numeral 7 del artículo 146 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, en concordancia con el numeral 3 del artículo 9 de su Reglamento de aplicación.”

Que,
mediante memorando Nro. ARCOTEL-CREG-2022-0727-M de 23 de noviembre de 2022, en atención al memorando Nro. ARCOTEL-CRDS-2022-0178-M de 18 de noviembre de 2022, la Coordinación Técnica de Regulación remite el informe técnico No. IT-CRDM-2022-0110 de 22 de noviembre de 2022, referente a la “METODOLOGÍA PARA LA DETERMINACIÓN DEL VALOR JUSTO DEL SERVICIO UTILIZADO, EN APLICACIÓN DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 8 DE LA LEY ORGÁNICA DE TELECOMUNICACIONES”.

Que,
mediante memorando Nro. ARCOTEL-CJUR-2022-0689-M de 25 de noviembre de 2022, en respuesta al memorando Nro. ARCOTEL-CREG-2022-0729-M de 23 de noviembre de 2022, la Coordinación General Jurídica remite el Informe Jurídico No. ARCOTEL-CJDA-2022-0053 de 25 de noviembre de 2022, el mismo que concluye que es facultad del Directorio de la ARCOTEL conocer la propuesta de norma para el control directo e inmediato de los servicios del régimen general de telecomunicaciones durante un estado de excepción en cumplimiento del artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones.

Que, 
la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL mediante oficio Nro. ARCOTEL-ARCOTEL-2022-0627-OF de 30 de noviembre de 2022, la Dirección Ejecutiva remitió a la señora Ministra de Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información, la propuesta de norma para el control directo e inmediato de los servicios del régimen general de telecomunicaciones durante un estado de excepción en cumplimiento del artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, para que por su intermedio sea puesto en conocimiento de los miembros del Directorio de la ARCOTEL, para que se autorice el inicio del proceso de consultas públicas, en aplicación de la Resolución Nro. 003-03-ARCOTEL-2015.

Que, 
mediante oficio Nro. ARCOTEL-DIR-2023-0003-M de 22 de marzo de 2023, se comunicó a la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL, la Disposición No. 004-07-2022 autorizando se realice el procedimiento de consultas públicas, con sujeción a lo señalado en la Disposición General Primera de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones y el Reglamento de Consultas Públicas. 

Que, 
el proceso de consultas públicas ejecutado por la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL, se desarrolló con el siguiente detalle:

Publicación en la página web institucional, del proyecto de regulación e informe de legitimidad y oportunidad; indicaciones y plazos para presentar observaciones al proyecto; convocatoria a Audiencias Públicas; y,

Las audiencias públicas se realizaron el día 12 de abril de 2023 a las 10h00 de manera presencial y virtual.

Que,
mediante memorando Nro. ARCOTEL-CREG-2023-0294-M de 21 de abril de 2023, la Coordinación Técnica de Regulación remitió a consideración de la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL, el proyecto de resolución e informe de ejecución del proceso de consultas públicas Nro. No. IT-CRDM-CRDS-2023-0040 de 21 de abril de 2023 al que se adjunta el informe jurídico Nro. xxxx aprobado por la Coordinación General Jurídica, del cual se desprende que el proyecto final, presentado bajo la denominación de “NORMA PARA EL CONTROL DIRECTO E INMEDIATO DE LOS SERVICIOS DEL RÉGIMEN GENERAL DE TELECOMUNICACIONES DURANTE UN ESTADO DE EXCEPCIÓN EN CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY ORGÁNICA DE TELECOMUNICACIONES”, no contradice la normativa vigente aplicable.

Que,
con oficio Nro. ARCOTEL-ARCOTEL-2023-0XXX de XXX de XXXXXXXX de 2023, la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL remitió a consideración del Directorio el informe de ejecución del proceso de consultas públicas, sus anexos y proyecto de resolución final de la regulación; así como el informe jurídico No. ……….. 

En ejercicio de sus atribuciones, resuelve expedir la:

NORMA PARA EL CONTROL DIRECTO E INMEDIATO DE LOS SERVICIOS DEL RÉGIMEN GENERAL DE TELECOMUNICACIONES DURANTE UN ESTADO DE EXCEPCIÓN EN CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY ORGÁNICA DE TELECOMUNICACIONES

CAPÍTULO I

ASPECTOS GENERALES

Artículo 1.- Objeto.- Establecer el alcance, derechos, obligaciones, pago del valor justo del servicio utilizado; así como, el procedimiento a implementarse a través del correspondiente protocolo emitido para el efecto, que permita la ejecución del decreto ejecutivo que declara el estado de excepción, cuando este involucre la necesidad de la utilización y el control directo e inmediato de los servicios del régimen general de telecomunicaciones.
Artículo 2.- Ámbito de aplicación.- Esta Norma es aplicable para todos los prestadores de servicios del régimen general de telecomunicaciones, que incluye, en su conjunto redes públicas, tanto para los servicios de telecomunicaciones como para los servicios de radiodifusión y redes privadas; también es aplicable al ente rector de la defensa nacional y a la entidad de recepción de llamadas y despacho de emergencias.

Artículo 3.- Obligatoriedad.- Los prestadores de servicios del régimen general de telecomunicaciones, en el caso de Declaratoria de Estado de Excepción que involucre la necesidad de utilización de los servicios de telecomunicaciones, tienen la obligación de actuar de forma inmediata, de acuerdo con lo establecido en la presente norma y en el “Protocolo para la ejecución del artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones”.

Artículo 4.- Principios.- Para la aplicación de las disposiciones establecidas en esta norma y la ejecución del respectivo protocolo, se observarán los principios de necesidad, proporcionalidad, legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad, determinados en la Constitución.

Artículo 5.- Definiciones.- En el caso de los términos que no se encuentren definidos en esta norma, se acogerá a la definición establecida en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, Reglamento General a la Ley Orgánica de Telecomunicaciones y el marco jurídico del sector de las Telecomunicaciones, así como en los instrumentos de la Unión Internacional de Telecomunicaciones y otros organismos sobre telecomunicaciones reconocidos internacionalmente.

Para la aplicación de esta Norma y el Protocolo se tendrán en cuenta las siguientes definiciones:

1. Alerta de Emergencia durante un Estado de Excepción.- Mensaje establecido por el ente rector de la defensa nacional y gestionado por la entidad de recepción de llamadas y despacho de emergencias, a través de cualquier medio, plataforma o tecnología, mientras dure el estado de excepción, para los casos de agresión, conflicto armado internacional o interno; grave conmoción interna, calamidad pública; o desastre natural o emergencia nacional, regional o local; dicho mensaje puede ser dirigido de forma masiva a nivel nacional, regional o local o a un grupo de personas, dependiendo de la situación que se presente. 
2. Ente rector de la defensa nacional.- Para fines de esta norma es el Ministerio de Defensa Nacional.

3. Entidad de recepción de llamadas y despacho de emergencias.- Corresponde al Servicio Integrado de Seguridad ECU 911 o quien haga sus funciones de acuerdo a la normativa vigente. Es la herramienta tecnológica integradora de los servicios de emergencia, para cuyo efecto, articula el servicio de recepción de llamadas y despacho de emergencias, con el servicio de emergencias que proveen las instituciones de carácter público, a través de sus dependencias o entes a su cargo; incluyendo dentro del servicio de emergencias, la asistencia de salud, de seguridad ciudadana, extinción de incendios y rescate, riesgos de origen natural y antrópico y otros que pongan en peligro la vida y seguridad de las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos. Adicionalmente, incluye la estimación de la magnitud, dirección y tiempo de situaciones de peligro, para coordinar oportunamente los servicios de emergencia.

4. Información Reservada.- Es el documento en cualquier formato que contiene información que requiere limitación en su conocimiento y distribución en los casos establecidos por la Ley.

5. Servicios utilizados.- Es la prestación del servicio de telecomunicaciones, en el tiempo, espacio y condiciones requeridos por el ente rector de la defensa nacional.

6. Protocolo para la ejecución del artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones.- Documento en el que se determinan la forma y procedimientos operativos respectivos. 
7. Simulacro.- Acciones simuladas para probar la aplicabilidad del protocolo de forma controlada, fuera de un estado de excepción, con el propósito de incorporar mejoras continuas tendientes a la efectividad. 

8. Valor justo.- Es el valor económico que el Estado debe pagar a los prestadores de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, cuando el ente rector de la defensa nacional haya utilizado sus servicios, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones. 

CAPÍTULO II

TÍTULO I

DEL PROTOCOLO 

Artículo 6.- Del contenido del protocolo.- El protocolo que suscriban el Ministerio de Defensa Nacional y la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones, deberá contener como mínimo lo siguiente: 

· El procedimiento operativo que permita al ente rector de la defensa nacional la utilización, suspensión o limitación de los servicios del régimen general de  telecomunicaciones 

· Información de puntos de contacto

· Formas de activación del protocolo

· Gestión de órdenes de trabajo

· Administración y supervisión

· Tipos de servicio involucrados

· Reserva de la información

· Formatos y anexos

· Aceptación del ente rector de la defensa nacional y suscripción de las Partes

Artículo 7.- De la implementación del protocolo.- Para la implementación del protocolo, el ente rector de la defensa nacional y la ARCOTEL, remitirán a los prestadores de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, un instructivo, que permita a estos conocer las acciones que deben ejecutar cuando se active el protocolo, pudiendo realizar simulacros para probar la aplicabilidad de forma controlada y fuera de un estado de excepción.

Artículo 8.- Ejecución del protocolo.- Una vez emitido el Decreto Ejecutivo de Estado de Excepción, en el que se disponga la necesidad de utilizar, suspender o limitar los servicios del régimen general de telecomunicaciones, conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, el ente rector de la defensa nacional y los prestadores de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, ejecutarán el protocolo.

TÍTULO II

 DE LA RESERVA DE LA INFORMACIÓN 

Artículo 9.- Información reservada.- De conformidad con lo previsto en el artículo 17 de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el ente rector de la defensa nacional efectuará el procedimiento que determina la ley para calificar al protocolo que suscriba dicha institución y la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones y toda información que se genere en base a dicho documento, como reservada; teniendo que aplicarse a la misma todo aquello que el ordenamiento jurídico vigente determine. 
CAPÍTULO III

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PRESTADORES 

Artículo 10.- Derecho de los prestadores.- Conforme a lo contemplado en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, los prestadores de servicios del régimen general de telecomunicaciones involucrados en la aplicación de esta norma, tendrán derecho a recibir el pago por el valor justo por parte del Estado, por los servicios oportunamente y efectivamente prestados.

Artículo 11.- Obligaciones de los prestadores de servicios del régimen general de telecomunicaciones.- Conforme a lo contemplado en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, los prestadores deberán cumplir con lo siguiente: 
a) Cumplir con lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley Orgánica de Telecomunicaciones y permitir al ente rector de la defensa nacional asumir el control directo e inmediato de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, cuando el Decreto Ejecutivo que declare el Estado de excepción, disponga la necesidad de utilizar, suspender o limitar los servicios del régimen general de telecomunicaciones.

b) Una vez finalizado el estado de excepción, los prestadores de los servicios del régimen general de telecomunicaciones que fueron involucrados en la ejecución del protocolo, darán cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 115 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Telecomunicaciones. 
c) Notificar a la ARCOTEL y a la autoridad del ente rector de la defensa nacional cualquier cambio de los datos de contacto de los prestadores de servicios del régimen general de telecomunicaciones, en caso de cambio administrativo, a fin de mantener actualizada la información.

d) Cumplir de manera oportuna con el protocolo.

e) Realizar los simulacros de aplicación del protocolo, por disposición de la ARCOTEL cuando el ente rector de la defensa nacional lo requiera.

CAPÍTULO IV

TÍTULO I

CONTROL DIRECTO E INMEDIATO

Artículo 12.- Alcance del control directo e inmediato.- Son las acciones directas dispuestas por el ente rector de la defensa nacional, para la utilización, suspensión o limitación de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, en los términos establecidos en el Decreto Ejecutivo que declara el estado de excepción, esta norma y el protocolo aplicables a los prestadores de servicios del régimen general de telecomunicaciones.

TÍTULO II

DE LA UTILIZACIÓN, SUSPENSION Y LIMITACIÓN DE LOS SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES

Artículo 13.- Utilización.- La utilización de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, implica que estos se presten, en las condiciones requeridas por el ente rector de la defensa nacional, mientras dure el estado de excepción.
Con relación a la difusión de alertas durante un Estado de Excepción, cuando el ente rector de la defensa nacional lo disponga, la entidad de recepción de llamadas y despacho de emergencias, dirigirá y dispondrá a los prestadores de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, en los cuales fuera técnicamente posible, la difusión de alertas de emergencia a la población; dicha difusión de alertas de emergencia, no tendrá costo económico para el Estado y se prestará gratuitamente, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 12 del artículo 59 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Telecomunicaciones.

Artículo 14.-.Suspensión.- La suspensión de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, involucra la restricción de los usuarios al acceso a los servicios, o una o varias funcionalidades de los servicios o aplicaciones dentro del mismo, por el tiempo requerido por el ente rector de la defensa nacional.

Artículo 15.- Limitación.- La limitación de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, involucran la reducción o modificación de los parámetros técnicos, con lo que se disminuye las condiciones de la prestación del servicio por el tiempo requerido por el ente rector de la defensa nacional.

CAPÍTULO V

DEL VALOR JUSTO DE LOS SERVICIOS PRESTADOS

Artículo 16.- Determinación del valor justo.- Para la determinación del valor justo solo se tomarán en cuenta los servicios utilizados dentro del tiempo, espacio y condiciones requeridas por el ente rector de la defensa nacional; en aplicación de esta norma y su protocolo, por lo que, no podrá incluirse ningún monto por lucro cesante por servicios no utilizados, u otros aspectos no relacionados al objeto de la aplicación del valor justo.

Artículo 17.- Criterios para determinar el valor justo de la utilización del servicio.- Para determinar el valor justo que se deberá pagar a los prestadores por la utilización de los diferentes servicios del régimen general de telecomunicaciones se tomarán obligatoriamente los siguientes criterios:

1. Factor 1: Valor agregado bruto cantonal por industria-no petrolero

“Valor agregado bruto cantonal por industria-no petrolero” anual, letras H) y J), columna 8, “Transporte, información y comunicación” (información emitida anualmente por el Banco Central del Ecuador). 

En el caso de que para este rubro no conste un valor para el año en curso, se replicará el del año anterior.

2. Factor 2: Participación de los egresos corrientes por sectorial, “Sectorial defensa nacional”

Información constante en los informes técnicos, sobre el presupuesto general del estado, para el ejercicio fiscal correspondiente, elaborado por el Ministerio de Economía y Finanzas, específicamente en lo referente a la participación de los egresos corrientes por sectorial, “Sectorial defensa nacional”, para cada ejercicio fiscal.

En el caso de que para este rubro no conste un valor para el año en curso, se replicará el del año anterior.

3. Determinación del índice a aplicar

El índice para la determinación del pago del valor justo del servicio utilizado, se calcula así:
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	Donde:
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	Índice para la determinación del pago del valor justo, al tenor de lo dispuesto en el artículo 8 de la LOT.
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 Total egreso sectorial defensa nacional (presupuesto general del estado).
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  Valor agregado bruto por industria-no petrolero.


La actualización del índice se realizará anualmente, con base en la información generada y publicada por el Banco Central del Ecuador y el Ministerio de Economía y Finanzas. La aplicación del índice se realizará en el año inmediatamente posterior al de la data considerada.

4. Aplicación del índice determinado
La determinación del Valor Justo en aplicación del artículo 8 para la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, en el año 2021, aplicable para el año inmediatamente posterior 2022 será la siguiente:

	AÑO
	VAB NO PETROLERO
(transporte, información y comunicaciones)
	EGRESOS PRESUPUESTO

GENERAL DEL ESTADO

(DEFENSA NACIONAL)
	DETERMINACIÓN DEL VALOR JUSTO

	2021
	$ 7.159.247.000,00
	$ 1.444.400.000,00
	20,18%


Por lo tanto:

VJS= (TCST)* 20.18%
	Donde:
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	Valor justo en aplicación del artículo 8 de la LOT.
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	Total consumo servicios de telecomunicaciones durante el estado de excepción.


CAPÍTULO VI

COMISIÓN TÉCNICA

Artículo 18.- De notificación para la integración de la Comisión Técnica.- En el término de dos (2) días posteriores a la finalización del estado de excepción, el Director Ejecutivo de la ARCOTEL notificará al ente rector de la defensa nacional y a los prestadores de los servicios del régimen general de telecomunicaciones involucrados, para que en el plazo de cuarenta y ocho (48) horas conformen una Comisión Técnica integrada por:

1. Tres delegados del ente rector de la defensa nacional

2. Tres delegados de cada uno de los prestadores de los servicios del régimen general de telecomunicaciones involucrados 

3. Tres delegados del Director Ejecutivo de la ARCOTEL, quienes pertenecerán a las Unidades encargadas de la definición de costos, de control y temas jurídicos. 
La designación de los delegados deberá remitirse a la Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL, quien a través de sus delegados convocará a las reuniones correspondientes desde el día siguiente al de la designación, estas reuniones podrán realizarse de manera presencial o virtual.

Artículo 19.- Presentación y análisis de la información de los servicios y propuesta de valoraciones.- Los representantes de los prestadores de servicios y del ente rector de la defensa nacional que conforman la comisión técnica deberán presentar en un término de hasta cinco (5) días contados desde el siguiente día de la conformación de la comisión, toda la información de los servicios utilizados, así como los criterios que fueren necesarios para la determinación del valor justo. Cualquier información que se presente pasado este tiempo carecerá de validez.

Una vez presentada la información, los delegados de los prestadores de servicios y del ente rector de la defensa nacional analizarán y negociarán la información referente a la cantidad de minutos, mensajes, datos, enlaces, horas de emisión u otros parámetros de medición que fueren aplicables dependiendo de los servicios utilizados, dentro del término de siete (7) días posteriores a la presentación de la información.

Finalizado este término, la Comisión Técnica dentro del término de tres (3) días deberá realizar el informe para la definición del valor justo.

Artículo 20.- Informe de la Comisión Técnica.- El informe para la definición del valor justo, debe estar debidamente motivado y justificado y contener como mínimo el detalle de los prestadores involucrados en el estado de excepción, los servicios utilizados, los respectivos criterios, valoraciones propuestas, otros parámetros que fueren aplicables dependiendo del servicio o circunstancias y la metodología para la determinación de valores. Así también el informe incluirá recomendaciones y conclusiones tanto para consensos como para discrepancias, surgidas en el seno de la Comisión Técnica.

Con el informe de esta Comisión, el Director Ejecutivo de la ARCOTEL mediante resolución será quien de forma directa y motivada ratifique o, en su defecto, determine el valor justo a pagar por los servicios utilizados, para lo cual deberá seleccionar lo que más convenga económicamente al estado ecuatoriano.
Artículo 21.- Notificación de la resolución.- La Dirección Ejecutiva de la ARCOTEL notificará la Resolución en la que se determinó el valor justo por los servicios utilizados, al ente rector de la defensa nacional, al ente rector de la Finanzas Públicas y a los prestadores de servicios del régimen general de telecomunicaciones involucrados.

Artículo 22.- Plazo para el pago.- El ente rector de la defensa nacional tendrá el plazo de hasta dos (2) meses para realizar el pago, contados a partir de la asignación de los recursos por parte del ente rector de las Finanzas Públicas.
CAPÍTULO VII

ACCIÓN INSTITUCIONAL

Artículo 23.- Participación de la ARCOTEL.- La coordinación para la aplicación de esta norma y su protocolo estará a cargo de la Coordinación Técnica de Control de la ARCOTEL, durante el estado de excepción; adicionalmente, se encargará de mantener en sus archivos la información a la que hace alusión el artículo 19 de esta Norma.

DISPOSICIONES GENERALES
Primera.- La suspensión o limitación no aplica a los servicios de emergencia dentro de las telecomunicaciones, los cuales no pueden ser afectados de conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, su Reglamento General y la Norma Técnica de prestación de servicios de telecomunicaciones para emergencias.

Segunda.- Los abonados, clientes/usuarios que tuvieren afectaciones mientras dure el estado de excepción por la suspensión o limitación de los servicios del régimen general de telecomunicaciones, dispuesta por el ente rector de la defensa nacional, en aplicación de la presente norma y su protocolo, no podrán reclamar compensaciones por los servicios no recibidos de sus respectivos prestadores; así como tampoco la ARCOTEL impondrá sanciones a estos prestadores.

La presente Norma, entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en Quito, Distrito Metropolitano, a XX de xxxx de 20XX.

Dra. Vianna Maino Isaías

PRESIDENTA DEL DIRECTORIO 

AGENCIA DE REGULACIÓN Y CONTROL DE LAS TELECOMUNICACIONES

Mgs. Juan Carlos Soria Cabrera

SECRETARIO DEL DIRECTORIO 

AGENCIA DE REGULACIÓN Y CONTROL DE LAS TELECOMUNICACIONES
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